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RESUMEN

En el artículo se analiza la tutela judicial efectiva en el Ecuador, institución jurídica que constituye un derecho de toda per-
sona para acceder ante los órganos jurisdiccionales y obtener como resultado una sentencia pronta, motivada y justa, con 
su consiguiente cumplimiento en un plazo razonable. Si bien este derecho ha sido consagrado en la Constitución de la Re-
pública del Ecuador configurándose como derecho fundamental y conforma una parte del debido proceso, en la práctica 
subsisten múltiples insuficiencias que reflejan la necesidad de ejecutar profundos cambios en el funcionamiento, exigencia, 
control disciplinario y régimen de ejecución de sanciones, que permitan perfeccionar la actividad de los órganos de la 
función judicial. A través de la metodología de investigación jurídica, se analizan los fundamentos teóricos, doctrinales y 
jurisprudenciales de la tutela judicial efectiva y se identifican los problemas de mayor relevancia que se han presentado en 
la práctica en los últimos años en Ecuador, tales como el incremento de la impunidad, la corrupción, la politización mediática 
de la justicia, el burocratismo, la subsistencia de la escritura y la falta de preparación del personal judicial para informar y 
contribuir con la celeridad de los procesos. 
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ABSTRACT

The article analyzes the effective judicial protection in Ecuador, a legal institution that constitutes a right of every person to 
access the courts and obtain as a result a prompt, reasoned and fair sentence, with its consequent compliance within a rea-
sonable time. Although this right has been enshrined in the Constitution of the Republic of Ecuador, configuring itself as a fun-
damental right and forms a part of due process, in practice there are multiple insufficiencies that reflect the need to carry out 
profound changes in the operation, demand, disciplinary control and regime of execution of sanctions, that allow to perfect 
the activity of the organs of the judicial function. Through the legal research methodology, the theoretical and jurisprudential 
foundations of effective judicial protection are analyzed and the most relevant problems that have arisen in recent years in 
Ecuador are identified, such as the increase in impunity, corruption, the media politicization of justice, bureaucratism, the sub-
sistence of writing and the lack of preparation of judicial personnel to inform and contribute to the celerity of the processes.
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INTRODUCCIÓN

Las personas poseen profundas ansias de justicia y se les 
hace muy difícil vivir sin ella. Las controversias interper-
sonales forman parte de la cotidianeidad, lo cual implica 
la necesidad de instaurar los mecanismos idóneos para 
ofrecer tutela a aquellos que requieren solucionarlas. Esta 
es la razón por la que la administración de justicia, según 
Aguirre Guzmán “desempeña un rol decisivo en la esta-
bilidad social del Estado y su sistema político.” (Aguirre, 
2011, pág. 6). En este contexto, cobra especial relevan-
cia la tutela judicial efectiva y, en torno a ella, Figueruelo 
Burrieza, ha expresado:

Si el Estado no instrumenta adecuadamente el siste-
ma, el deseo de justicia por parte de la comunidad se 
verá insatisfecho, y se asistirá a un resurgimiento de la 
autotutela en la búsqueda extraconstitucional de dicho 
deseo de justicia, que normalmente se resolverá en una 
crisis social y, por tanto, jurídica, y a la postre en un re-
planteamiento de los valores y convenciones sociales 
que encarnan la idea de la justicia y de las instituciones 
fundamentadas en tales valores. (Figueruelo, 1990, pág. 
23)

En la República del Ecuador, la tutela judicial efectiva se 
regula constitucionalmente en el capítulo octavo dedica-
do a los derechos de protección del Título II Derechos 
específicamente en el artículo 75:

Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito 
a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de 
sus derechos e intereses, con sujeción a los principios 
de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en 
indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judi-
ciales será sancionado por la ley.

Al ser un Estado constitucional de derechos y justicia, 
debe ofrecer y garantizar a las personas la seguridad de 
una justicia pronta, cumplida, imparcial y expedita, con lo 
cual se impida o se obstaculice la posibilidad de que los 
contendientes busquen resolver por sí mismos sus con-
flictos fuera de los cauces permitidos por el ordenamiento 
jurídico.

El proceso jurisdiccional constituye un instrumento funda-
mental para la protección de los derechos de las personas 
porque mediante el mismo, es posible la realización de la 
justicia. En tal sentido, la legislación invoca hacia la sim-
plificación, uniformidad y eficacia de las normas jurídicas 
procesales, enfatizando en la necesidad de no sacrificar 
la justicia por meras formalidades. En un Estado constitu-
cional de derechos y justicia se requiere, para garantizar 
una tutela judicial efectiva, que no se produzcan dilacio-
nes indebidas e innecesarias y que se alcance un fallo o 
resolución en un plazo razonable, previo el cumplimiento 

del derecho de defensa, de manera que puedan alcan-
zarse otras garantías que la Constitución ha instituido. 
(Asamblea Constituyente de Ecuador, 2008)

A pesar de que “el deber ser” de la jurisdicción implica que 
las personas puedan contar con la garantía de acceder 
a los órganos judiciales en condiciones de igualdad para 
recibir de estos una resolución imparcial y en un tiempo 
razonable, no siempre ocurre así, ni existe una uniformi-
dad de criterios a favor de la calidad de la justicia, pues 
coexisten diferentes apreciaciones respecto a los órganos 
encargados de juzgar y hacer cumplir lo juzgado, con lo 
cual el derecho a la tutela judicial efectiva ha entrado en 
crisis. En la actualidad, la politización mediática constituye 
uno de los tópicos más dañinos a la justicia ecuatoriana 
pues la política ha supuesto una injerencia, intromisión e 
invasión en el ámbito judicial, corrompiéndolo y desnatu-
ralizándolo cada día más. (Pullaguari & Hernando, 2019)

El presente artículo tiene como objetivos delinear las con-
sideraciones doctrinales en torno a la tutela judicial efecti-
va en Ecuador e identificar las insuficiencias más notables 
en la impartición de justicia, alrededor de lo cual existen 
cuestionamientos por parte de la ciudadanía que reflejan 
una desconfianza en la justicia actual y menoscaban el 
derecho a la tutela judicial efectiva. 

La base metodológica empleada para obtener los resul-
tados es la investigación jurídica. A través de los méto-
dos, instrumentos y técnicas empleados se analizan los 
fundamentos teóricos de la tutela judicial efectiva y se 
identifican los problemas más significativos que se han 
presentado en los últimos años en Ecuador. Se trata de un 
estudio pormenorizado, selectivo y crítico donde se reco-
pila y examina la información más relevante y actualizada 
sobre la tutela judicial efectiva en Ecuador y se sitúa en 
una nueva perspectiva. 

El análisis jurídico-doctrinal, permitió realizar las preci-
siones sobre las definiciones, categorías e instituciones 
integradas a la tutela judicial efectiva y determinar los 
niveles y las relaciones entre ellas; así como el establec-
imiento de criterios doctrinales diversos, sus perspectivas 
y enfoques para conformar la necesaria fundamentación 
teórica del tema.

El método histórico permitió retroceder al origen de la tu-
tela judicial efectiva y constatar su evolución en la legis-
lación y en la doctrina precedente. También permitió ubi-
car históricamente lo regulado en cuanto al derecho en 
examen en la esfera nacional e internacional y establecer 
el estado de la cuestión en la actualidad. 

El método exegético fue utilizado para determinar 
e interpretar el sentido y el alcance de las normas 
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jurídicas y caracterizar la regulación constitucional y orgá-
nica del Ecuador y en los instrumentos jurídicos de dere-
chos humanos. 

Desde el punto de vista bibliográfico, se realizó una revi-
sión de fuentes en las que se incluyen libros, revistas, le-
gislación interna del Ecuador e internacional de derechos 
humanos, informes y datos, que permitieron profundizar en 
el tema de la tutela judicial efectiva, su evolución doctrinal 
y estado actual. Dentro de las fuentes primarias utilizadas 
se encuentran artículos que abordan estudios originales 
los cuales contienen información reciente y útil para la ac-
tualización del tema. También, se acudió a fuentes de data 
más antigua porque los autores son clásicos en la materia 
y han establecido pautas en el estudio de los derechos y 
garantías judiciales. 

DESARROLLO

El derecho a la tutela judicial efectiva es constantemente 
esgrimido en las demandas y discursos que se presentan 
ante los juzgados y cortes del Ecuador; no obstante, este 
no ha sido suficientemente desarrollado en la doctrina na-
cional. Este resulta mucho más amplio y complejo de lo 
que regularmente expresan abogados, fiscales y jueces. 

En opinión de Fierro (2022) “la tutela judicial efectiva está 
en consonancia con su esencia, es decir, gozar de libre 
acceso a la jurisdicción, procedimientos justos y equita-
tivos, derechos de defensa adecuados, sin demoras in-
necesarias y sentencias con motivaciones adecuadas” 
(pág. 2). En tal sentido, la tutela judicial efectiva debe 
garantizar que las personas acudan libremente y sin obs-
táculos ante los jueces para sustentar sus pretensiones, 
obtener como resultado una sentencia y, en caso de ser-
les favorables, alcanzar la satisfacción de que esta se 
cumpla, de modo que puedan restituir sus derechos.

El derecho a la tutela judicial efectiva es definido por 
Benalcázar como aquel que tiene toda persona de acudir 
a los órganos jurisdiccionales, para que a través de los 
debidos cauces procesales y con unas garantías míni-
mas, se obtenga una decisión fundada en derecho sobre 
las pretensiones propuestas. Las garantías del derecho 
a la tutela judicial efectiva, en su criterio, incluyen el libre 
acceso a la justicia, la posibilidad de que sea resuelta la 
petición con equidad y rapidez y cumplir con la decisión 
judicial. (Benalcázar, 2005)

Para la Corte Constitucional del Ecuador, la tutela judicial 
efectiva es el derecho que garantiza a las personas el 
acceso a la justicia, sin que su pleno ejercicio se ago-
te únicamente en la posibilidad de acudir a los órga-
nos jurisdiccionales, pues implica también la obligación 
que tiene el operador de justicia de sustanciar la causa 

observando el procedimiento establecido por el ordena-
miento jurídico para cada caso y en observancia de las 
garantías que configuran el debido proceso (Ecuador, 
Corte Constitucional, 2015).

Una de las definiciones más comprensibles del derecho 
a la tutela judicial efectiva es la que ofrece González, al 
estimar que “es el derecho de toda persona a que se le 
haga justicia; a que cuando pretenda algo de otra, esta 
pretensión sea atendida por un órgano jurisdiccional, a 
través de un proceso con garantías mínimas”. (González, 
1985) La significación y trascendencia de ese criterio 
está dada por los efectos que puede provocar la violación 
de la tutela judicial efectiva. En la República del Ecuador 
pueden establecerse acciones de protección o acciones 
extraordinarias de protección o acción por incumplimien-
to ante posibles violaciones de derechos y de la tutela 
judicial efectiva. 

En resumen, la tutela judicial efectiva implica la ejecución 
de una serie de actos por parte de los órganos jurisdic-
cionales y del Estado, dirigidos a garantizar el goce efec-
tivo de los derechos que se encuentran regulados en la 
Constitución y en los instrumentos jurídicos internaciona-
les, en virtud de la expedición de una resolución motivada 
y ajustada al debido proceso. Constituye un derecho de 
las personas a una justicia pronta y cumplida, impartida 
de conformidad con los principios, derechos y garantías 
consagrados en el ordenamiento jurídico.

La tutela judicial efectiva se ha tratado en la doctrina como 
derecho humano, derecho fundamental, como garantía 
y como principio. En el caso del Ecuador, fue reconoci-
da como derecho fundamental desde la Constitución de 
1998 con ciertas particularidades que la vinculaban de 
manera indisoluble al debido proceso. (Aguirre, 2011) De 
esta forma ha sido fundamentada en la doctrina, en la 
jurisprudencia y en las leyes ecuatorianas, que emana-
ron del legislativo durante el transcurso del tiempo hasta 
la actualidad, como son la Constitución de la República 
de 2008, el Código Orgánico de la Función Judicial, el 
Código Orgánico Integral Penal y el Código Orgánico 
General de Procesos.

La tutela judicial efectiva es considerada por la mayoría 
de la doctrina como un derecho fundamental y, como 
tal, ha sido regulada en casi todas las constituciones de 
Iberoamérica. En ese sentido, autores como Cevallos & 
Alvarado (2018), Aguirre (2011), entre otros señalan que 
surge de la necesidad de que se materialicen o se ha-
gan reales los derechos de las personas, pues carece de 
sentido que esos derechos sean reflejados en las normas 
jurídicas y que no tuvieran un efectivo cumplimiento.  
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De la idea relacionada con las afectaciones que se pro-
ducen cuando no se garantizan de manera real y efec-
tiva los derechos de las personas, emerge el criterio de 
concebir la tutela judicial efectiva como una garantía de 
que los órganos jurisdiccionales van a conocer las peti-
ciones formuladas y van a ofrecer una solución justificada 
y razonable en el asunto sometido a su consideración. La 
tutela judicial efectiva supone la garantía de acceso a la 
jurisdicción, ordena la imparcialidad del juez, la celeridad 
en el proceso, prohíbe la indefensión y requiere de la mo-
tivación y del cumplimiento de las resoluciones judiciales, 
requisitos sin los cuales no es posible aseverar la eficacia 
de la administración de justicia.

Se ha considerado, además, a la tutela judicial efectiva 
como un derecho prestacional de configuración legal, lo 
cual significa que no es aplicable directamente sin más, 
sino por las causas legales que el legislador establece. 
Esto refleja la relación entre la tutela judicial efectiva y la 
legalidad, pues no es lícito que las partes diseñen arbi-
trariamente el procedimiento con arreglo al cual desean 
resolver sus pretensiones, sino que la tutela judicial efec-
tiva solo tendrá lugar cuando las personas utilicen el cau-
ce procesal establecido en las leyes para alcanzar el fin 
perseguido que sería acceder a la justicia y obtener de 
ella un fallo o sentencia sobre la cual puede posteriormen-
te el interesado solicitar su ejecución. El interesado debe 
presentar su demanda o petición ante el juez competen-
te y cumplir paso a paso todas las formalidades legales. 
De esta manera, se entiende que la legislación debe pre-
ver los procedimientos, reglas y requisitos con arreglo a 
los cuales las personas pueden acceder a los órganos 
jurisdiccionales.  

Al constituir la tutela judicial efectiva, desde el punto de 
vista de acceso a la justicia, un derecho previo al proceso, 
es necesario un quehacer estatal adecuado, que implique 
la organización del sistema judicial, así como la determina-
ción de las competencias y los procedimientos con arreglo 
a los cuales deben las personas resolver sus conflictos. 
La acción del Estado, en tal sentido, es lo que otorga la 
posibilidad real de que se pueda acceder a la justicia que, 
de antemano se aclara, no se alcanza con el simple acu-
dir ante los jueces a formular peticiones, sino que implica 
el cumplimiento de un conjunto de garantías, derechos y 
principios procesales.        

La tutela judicial efectiva es también un derecho humano, 
que es intrínseco a toda persona. Está consagrada en el 
sistema internacional de los derechos humanos a través 
de convenios y tratados internacionales, ha sido incorpo-
rada al ordenamiento jurídico interno de los Estados y ha 
sido desarrollada y protegida por la jurisprudencia de los 

órganos jurisdiccionales del sistema de derechos huma-
nos. (López, 2013)

El Estado se encuentra en la obligación de proteger y ga-
rantizar los derechos fundamentales, entre ellos, el de tu-
tela judicial efectiva mediante la conformación de normas 
jurídicas a tal fin y a través de la implementación de meca-
nismos para su cumplimiento real y efectivo. La ubicación 
de la tutela judicial efectiva, como derecho humano y como 
derecho fundamental, determina la especial relevancia 
que ha de ofrecerse a la justicia en su amplio sentido, no 
solo en cuanto a la calidad y tiempo en que ha de dictarse 
la resolución judicial, sino a su cumplimiento.  

De acuerdo con criterio de Carocca (1998), la tutela judi-
cial efectiva se erige sobre la base de dos corrientes. La 
primera, considerada como la suma de derechos proce-
sales en la que se incluye el debido proceso y, la segun-
da, se ha considerado a partir del derecho de acceso a 
los juzgados o tribunales por parte de los ciudadanos, 
a partir de que se transita por un proceso en el cual se 
persigue una decisión justa y adecuada a Derecho, en lo 
cual se incluye el derecho al recurso en caso de decisio-
nes desfavorables. 

Dentro de los contenidos de la tutela judicial efectiva re-
sulta fundamental el derecho que tienen las personas de 
acceder a los órganos de justicia, pero ello no basta para 
conseguirlo, sino que es necesario obtener de ellos una 
sentencia motivada para que se ejecuten las resoluciones 
judiciales. De este modo, según López (2013) es posible 
lograr que se materialice el derecho a la tutela judicial y 
los derechos reconocidos en dicha sentencia. Evaluando 
desde el punto de vista crítico este criterio, podría expre-
sarse que no basta el acceso, ni la motivación para al-
canzar la tutela judicial efectiva, pues es necesario que 
se cumpla la sentencia, aunque dictando y motivando la 
resolución, el Estado tiene el deber de garantizar el goce 
efectivo de la misma. 

Por su parte, la Corte Constitucional del Ecuador, estima 
que el contenido del derecho a la tutela judicial efectiva 
es amplio, pues se trata de la necesidad de ofrecer una 
justicia imparcial y expedita de los derechos de las per-
sonas, que “tiene relación con el derecho de acceso a 
los órganos jurisdiccionales para que, luego de un proce-
so que observe las garantías mínimas establecidas en la 
Constitución y la ley, se haga justicia”. La Corte diferencia 
tres momentos: el primero relacionado con el acceso a 
la justicia, el segundo con el desarrollo del proceso en 
un tiempo razonable y el tercero, con la ejecución de la 
sentencia. Esto se entiende como acceso a la jurisdic-
ción, debido proceso y eficacia de la sentencia. (Corte 
Constitucional del Ecuador, 2014)
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La consideración de López en torno a los puntos que 
abarca el contenido de la tutela judicial efectiva se inicia 
con el acceso a la justicia y termina con la obtención de 
una sentencia posible y efectivamente ejecutable. Al res-
pecto, señala López (2013, pág. 21) cuatro aspectos que 
lo conforman:

a) el derecho de acceder a los órganos de justicia, el 
cual implica universalidad, gratuidad, igualdad y debido 
proceso. 

b) obtener una sentencia motivada y congruente. 

c) que la sentencia se ejecute de manera efectiva. 

d) derecho al recurso legalmente previsto. 

Todos estos derechos, que se mencionan como parte de 
la tutela judicial efectiva, se encuentran interconectados, 
o sea relacionados unos con otros de forma tal que ga-
ranticen la protección de las personas. La tutela judicial 
efectiva comprende el debido proceso, que se convierte 
en garantía al otorgar a las personas el derecho de parti-
cipar de forma adecuada y eficaz en los procedimientos 
judiciales y administrativos, en un Estado constitucional 
de derechos y justicia. A tales efectos, el interesado pue-
de realizar peticiones, proponer pruebas, interrogar y 
oponerse, o alegar lo que estime conveniente a sus de-
rechos, entre otros aspectos que conforman un proceso 
justo y equitativo.    

El acceso a la justicia es la garantía de que todos, por 
igual, puedan acceder sin distinción alguna ante los órga-
nos jurisdiccionales a formular peticiones o establecer de-
mandas o denuncias, sin que se opongan obstáculos para 
que los asuntos sean conocidos por los jueces y resueltos 
por las vías que se encuentran legalmente instituidas a tal 
fin. Forma parte de la tutela judicial efectiva y constituye 
“un derecho que debe ser garantizado por el Estado bajo 
toda circunstancia, de conformidad con la Constitución 
y los tratados internacionales de derechos humanos”. 
(García & Celi, 2021)

La gratuidad en el acceso a la justicia constituye otro de 
los puntos claves en cuanto a la tutela judicial efectiva, 
pues la posibilidad de que las personas puedan objetiva-
mente acudir ante la justicia, depende de las posibilida-
des que brinde el Estado para que, aunque no se cuente 
con recursos económicos se puedan presentar peticiones 
ante los órganos jurisdiccionales y que esa vía garantice 
la calidad. En Ecuador, la Defensoría Pública tiene dentro 
de sus atribuciones la representación de aquellas perso-
nas que no tengan la posibilidad de pagar un defensor 
privado y, en estos casos se requiere que los profesiona-
les del Derecho que prestan estos servicios actúen en co-
rrespondencia con la relevancia que posee garantizarles 

a los ciudadanos esta protección y facilitar el acceso a la 
justicia en condiciones de igualdad.

La tutela judicial efectiva no solo considera el acceso a la 
justicia y el dictado de una resolución, sino que se exige 
que la sentencia que se dicte en el proceso sea motiva-
da, lo que representa que sus destinatarios conozcan las 
razones por las cuales se decidió, de una manera u otra, 
en cuanto a las pruebas y su acogida; así como, en cuan-
to a la declaración de culpabilidad en el proceso penal 
y sobre la aplicación del Derecho. La motivación de la 
sentencia constituye, por tanto, una garantía de justicia 
en contra de la arbitrariedad de los jueces porque por 
su medio las partes conocen el porqué de las decisiones 
judiciales.  

Un presupuesto para el control de las decisiones jurisdic-
cionales es la motivación. Esta permitirá el control en sen-
tido general, tanto por parte de los ciudadanos como por 
el órgano de apelación y de casación. En la resolución 
dictada debe reflejarse el cumplimiento del debido proce-
so, mediante la exposición lógica y razonada de lo ocu-
rrido durante la tramitación del asunto y, sobre todo, en 
cuanto a la valoración de los medios de prueba que han 
servido para estimar probado el hecho y la participación 
en el mismo del imputado. En el resto de los procesos no 
penales se motiva igual, a partir de los hechos acredita-
dos por las partes y del derecho que corresponde aplicar 
al caso concreto.     

La motivación en Ecuador también ha sido considerada 
como un derecho fundamental que integra o forma parte 
del debido proceso. La Constitución de la República del 
Ecuador (Asamblea Constituyente de Ecuador, 2008) es-
tablece la obligatoriedad de la motivación y la necesidad 
de justificación de las decisiones que dictan los poderes 
públicos en el uso de sus atribuciones. Su vulneración 
es causa de nulidad de la resolución y de sanción a los 
servidores públicos que faltaren a ella.  

La motivación, como parte de la tutela judicial efectiva, re-
presenta una condición de validez de las decisiones que 
adopta el Estado en el ejercicio de sus funciones y obliga 
a los jueces a explicar y fundamentar sus fallos, permi-
te limitar y evitar actos arbitrarios y de corrupción. En un 
Estado de derechos y justicia como es el de Ecuador, la 
motivación forma parte del respeto que se tiene hacia las 
personas que acuden ante las autoridades y es muestra 
del interés estatal de cumplir los compromisos contraídos 
con la comunidad internacional. (Rivera Silva & Correa 
Calderón, 2022)

Por su parte, la Corte Constitucional del Ecuador ha indi-
cado que la motivación no se agota con la mera enuncia-
ción dispersa de las normas jurídicas o antecedentes de 
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hecho, sino como una obligación del juzgador de efec-
tuar o realizar un juicio lógico en donde se explique, de 
manera fundamentada, por qué una disposición jurídica 
se aplica a un hecho, evitando de esta manera la discre-
cionalidad y arbitrariedad. Esta es la única forma en que 
la motivación constituye una garantía esencial del dere-
cho a la defensa. (Tenesaca-Maldonado & Trelles-Vicuña, 
2021)

Carecería de sentido hacer referencia a la tutela judicial 
efectiva si no se garantiza la ejecución de la resolución 
dictada, pues sería, a todas luces insuficiente e innecesa-
rio, el proceso judicial si no se puede establecer a caba-
lidad el cumplimiento de la sentencia firme. La ejecución 
de las sentencias constituye un paso sumamente impor-
tante de la tutela judicial, pues se trata del fin último del 
proceso.  

Plantea Ordoñez Román que “la tutela judicial efectiva 
es un derecho-garantía reconocido taxativamente por la 
Constitución de la República del Ecuador, dentro de sus 
elementos configuradores encontramos a la ejecución de 
sentencias, que debe ser expedita y efectiva”. (Ordoñez, 
2019, pág. 31). En tal sentido, aunque el autor citado cen-
tra su análisis en litigios contra la Administración Pública 
en el Ecuador, es válido considerar sus criterios sobre el 
hecho de que no se debe agotar el derecho a la tutela ju-
dicial efectiva con el acceso al órgano judicial para cono-
cer y resolver los litigios que se presenten y su concreción 
en una sentencia firme con fuerza de cosa juzgada; sino 
que su eficacia radica en que lo que disponga la senten-
cia no se convierta en una cuestión quimérica. (Ordoñez, 
2019, pág. 34). De nada serviría que se consiga una re-
solución con todas las formalidades si no se cumple lo 
dispuesto que, en su opinión, es el componente de mayor 
alcance en la tutela efectiva.     

Dentro de los objetivos de los procesos se encuentra, en 
ocasiones, la reparación por los daños y perjuicios provo-
cados por la acción o cualquier otro resultado que se de-
rive de la acción o demanda presentada. Mediante este 
mecanismo puede alcanzarse la restitución de la cosa, 
la indemnización, reparación moral u otras relacionadas 
con el proceso, lo cual forma parte de la tutela judicial 
efectiva. No basta que la reparación sea ordenada o es-
tablecida en la sentencia, sino que es necesario que sea 
alcanzada a través de los procedimientos legales esta-
blecidos en las leyes. 

El derecho al recurso legalmente establecido constituye 
una de las manifestaciones más importantes del derecho 
de defensa, mediante el cual las partes inconformes po-
seen la facultad de solicitar a otro juez o tribunal distinto 
o superior al que lo sancionó que el fallo sea revisado, 

de acuerdo a las reglas establecidas en la ley. Es una de 
las partes importantes de la tutela judicial efectiva con la 
cual el condenado en el proceso penal y las partes en el 
Derecho Civil, tienen la oportunidad de no dejar que se 
materialice la cosa juzgada hasta tanto sea confirmado 
el fallo por más de una ocasión. En Ecuador, el artículo 
76 numeral 7, letra m) de la Constitución de la República 
(Asamblea Constituyente de Ecuador, 2008), consagra el 
derecho al recurso, el que constituye una forma de dismi-
nuir la posibilidad de error judicial. 

En criterio de Binder, 1993 el recurrir implica el estableci-
miento de un mecanismo serio y real de control del fallo 
por un órgano distinto al que lo dictó, un órgano dota-
do de poder para realizar cambios sustanciales si fuera 
necesario, pues no se trata de una mera declaración. A 
través de los recursos se cumple el principio de control lo 
cual se fundamenta en cuatro pilares: la sociedad debe 
vigilar cómo sus jueces administran justicia, el sistema de 
justicia debe desarrollar mecanismos de autocontrol para 
permitir la planeación institucional; los sujetos procesales 
tienen interés en que la decisión judicial sea fiscalizada y 
al Estado le interesa controlar cómo sus jueces aplican el 
Derecho. 

Alcalá-Zamora (1985) al referirse a los medios de impug-
nación plantea que:

Son los actos procesales de los partes dirigidos a ob-
tener un nuevo examen, total o limitado a determinados 
extremos, y un nuevo proveimiento acerca de la resolu-
ción judicial que el impugnador no estima apegada a 
Derecho, en el fondo o en la forma, o que reputa errónea 
en cuanto a la fijación de los hechos. (pág.259)

Este constituye uno de los aspectos de la tutela judicial 
efectiva y, en el caso de Ecuador, subsisten serias difi-
cultades en su materialización, particular que ha que-
dado evidenciado en la sentencia dictada por la Corte 
Constitucional, donde se reconoce el incumplimiento de 
la doble conformidad judicial. (Corte Constitucional de 
Ecuador, 2021)

En la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
adoptada y proclamada por la Asamblea General en su 
Resolución No. 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948, 
se esgrime que toda persona tiene derecho a un juicio 
abierto y justo, llevado a cabo por un tribunal indepen-
diente e imparcial en igualdad de condiciones. (Naciones 
Unidas, 1948). Por su parte, en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de 1966, se consagra que 
todas las personas son iguales ante los tribunales y las 
instituciones judiciales y que toda persona tiene derecho 
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a ser juzgada en público y debe estar debidamente ga-
rantizado por el personal competente del país. (Naciones 
Unidas, 1966)

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
en sus artículos 8 y 25 establece, en términos genera-
les, la obligación del Estado de proveer a los ciudadanos 
sometidos a su jurisdicción una debida protección judi-
cial cuando alguno de sus derechos ha sido quebranta-
do, siempre que este derecho le sea reconocido por la 
Convención, por la Constitución o las leyes internas del 
Estado. (Organización de Estados Americanos, 1969) 
Se entiende entonces que los derechos reconocidos en 
los instrumentos jurídicos internacionales de derechos 
humanos son de aplicación directa e inmediata en el 
Ecuador por y ante cualquier servidor público, adminis-
trativo o judicial, de oficio o a instancia de parte. 

La tutela judicial efectiva se refleja constitucionalmente 
en el país como un derecho de protección en el capítulo 
octavo, artículo 75, en un contexto en que se consagra la 
gratuidad y carácter expedito de la justicia, la imparcial-
idad, la sujeción a los principios de inmediación y celeri-
dad, además de la prohibición de indefensión. Asimismo, 
establece la Constitución que el incumplimiento de 
las resoluciones será sancionado por la ley (Ecuador, 
Asamblea Constituyente, 2008). Este derecho de pro-
tección se magnifica cuando se consagra en la propia 
Constitución que la justicia radica en el pueblo, pues la 
administración de justicia forma parte de su soberanía, 
mientras los órganos jurisdiccionales solo cumplen una 
función que ha sido delegada. El artículo 167 del texto 
constitucional establece: 

Art. 167.- La potestad de administrar justicia emana 
del pueblo y se ejerce por los órganos de la Función 
Judicial y por los demás órganos y funciones estableci-
dos en la Constitución.

De tal modo, el pueblo en el ejercicio legítimo de su poder 
soberano puede exigir que los órganos jurisdiccionales 
cumplan, de manera efectiva, con el rol que les ha sido 
encomendado. La falta de organización, de gestión y de 
compromiso de los jueces y fiscales van en contra de la 
tutela judicial efectiva consagrada en los instrumentos ju-
rídicos internacionales y en las leyes.

La Constitución de la República del Ecuador, 2008 tam-
bién establece, como parte de la protección de las per-
sonas en el ejercicio de sus derechos humanos, la tutela 
judicial efectiva y regula, en su artículo 11, la responsa-
bilidad que tiene el Estado ante las violaciones que se 
cometan de esos derechos. Esto significa que toda per-
sona tiene derecho a acceder a los órganos judiciales y 
a obtener de ellos la tutela efectiva, imparcial y expedita 

de sus derechos e intereses, sin que se permita legal-
mente que alguien quede en indefensión. Al establecer 
que el incumplimiento de las resoluciones judiciales será 
sancionado por la ley, se está protegiendo a las personas 
ante cualquier arbitrariedad o abuso de poder. 

Por su parte, el Código Orgánico de la Función Judicial 
establece en su artículo 23, el principio de tutela judicial 
efectiva que impone a los jueces el deber de garantizar los 
derechos de las personas declarados en la Constitución, 
en los instrumentos jurídicos internacionales de dere-
chos humanos y en las demás leyes, cuando estos sean 
reclamados por sus titulares. En todos los casos los jue-
ces están obligados a resolver, es decir, a pronunciar un 
fallo de fondo en el asunto, sin que puedan abstenerse 
bajo excusa de vacío legal u otras justificaciones. No po-
drán, por tanto, desestimarse las peticiones en razón de 
incumplimiento de meras formalidades legales; solo en el 
supuesto que existan vicios importantes en el proceso que 
puedan causar nulidad o provocar indefensión, será pro-
cedente desestimar el caso por vicio de forma. (Asamblea 
Nacional de Ecuador, 2009)

Al ser el proceso la vía esencial por la cual se garanti-
za el derecho de defensa, se exige en la Constitución y 
demás leyes el cumplimiento del debido proceso, el cual 
establece para su cumplimiento la posibilidad de que las 
personas puedan acudir a un juez o tribunal independi-
ente, que sea imparcial y que esté dotado de autoridad y 
responsabilidad para la impartición de justicia. El debido 
proceso forma parte de la tutela judicial efectiva y se con-
sagra expresamente en la Constitución de la República del 
Ecuador en su artículo 76, donde se incluyen el derecho a 
la presunción de inocencia, la legalidad sustantiva y pro-
cesal y probatoria, así como la favorabilidad y proporcio-
nalidad de la pena. (Asamblea Constituyente de Ecuador, 
2008)

En el derecho de defensa se incluyen como garantías que 
nadie pueda ser privado de esta en ninguna de las etapas 
del proceso, contar con el tiempo y con los medios nece-
sarios para el ejercicio de la defensa, el ser escuchado en 
condiciones de igualdad y ser informado. También, se in-
cluyen la gratuidad, el derecho a contar con un intérprete o 
traductor en caso necesario, el derecho a la comunicación 
con su defensor designado o de oficio, a presentar pruebas 
y contradecir y replicar los argumentos de las demás par-
tes, a no ser juzgados dos veces por los mismos hechos, a 
ser juzgados por jueces naturales competentes e indepen-
dientes, a que sus resoluciones sean motivadas, y a recur-
rir el fallo dictado en su contra. (Asamblea Constituyente 
de Ecuador, 2008)
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Desde el punto de vista jurídico normativo, la tutela judi-
cial efectiva ha quedado instaurada en el Ecuador como 
parte de la voluntad de la sociedad, con las consiguien-
tes reglas complementarias. Esta, permitiría no solamente 
el acceso pleno a la justicia, sino que a través de ella se 
garantizaría el cumplimiento real y efectivo de un proce-
so justo, equitativo, transparente, rápido, sustanciado en 
condiciones de plena igualdad y conforme a las corrien-
tes más garantistas y democráticas de impartir justicia. 
Todo está diseñado legalmente para el buen funciona-
miento de la justicia; sin embargo, aún no se alcanza esta 
finalidad a pesar de los esfuerzos del legislativo.

Cuando se analiza hasta qué punto se ha avanzado en la 
justicia ecuatoriana respecto a la tutela judicial efectiva 
como derecho de las personas, entonces, se puede veri-
ficar la forma en que la práctica se encuentra alejada de 
conseguir la real garantía de tutela, dadas las insuficien-
cias que mantiene la actividad jurisdiccional. 

La falta de confianza en la justicia no solamente se de-
riva del riesgo de corrupción y ausencia de imparciali-
dad, sino de las demoras e incumplimientos de términos 
y plazos que convierten el proceso en una obra que nun-
ca termina o que tarda años para conseguirse un fallo, 
a pesar de la fijación legal del término para cada trámi-
te en la legislación vigente. Quizás algunos asuntos lo-
gren alcanzar un fallo en tiempo razonable; sin embargo, 
existen otros como los procesos de alimentos, recursos 
de casación, demandas ejecutivas, delitos de violación, 
peculado, cohecho, entre otros, que tardan tanto y tan 
injustificadamente que pareciera que no existe voluntad 
de los jueces de concluir el proceso. (García & Celi, 2021)

Con independencia de que existan o no, más o menos 
medidas judiciales que sancionen a los jueces por las 
demoras e incumplimientos del plazo razonable, lo que 
sí resulta indiscutible es que existe un estado de insa-
tisfacción con el funcionamiento de la actividad jurisdic-
cional. Esto ocurre no solo por la necesidad de obtener 
un fallo definitivo sino por los reiterados incumplimientos 
en la ejecución de las sentencias, la no recuperación de 
los activos que han sido sustraídos, la falta de reparación 
integral, entre otros efectos que debería alcanzar la sen-
tencia. Todo ello, sin mencionar la falta de control judicial 
que ocurre en las cárceles, particular que merecería todo 
un informe sobre derechos humanos, en el que se confir-
maría sin lugar a dudas la ausencia total de tutela judicial 
efectiva. 

Zaffaroni, analizando la actitud e indiferencia de los jue-
ces al imponer privación de libertad o prisión preventiva, 
la ha calificado como un problema crónico y al respecto 
ha expresado: 

Un juez que envía a prisión a alguien y sabe, que en 
esa prisión no se limita la pena, o la prisión preventiva 
cautelar, a una mera privación de libertad, sino que las 
condiciones prisionales son de tortura; luego, desde un 
punto de vista jurídico penal puro, se convierte en un 
autor mediato de tortura. (Zaffaroni, 2020, pág. 32)

Otro problema en Ecuador es la falta de independencia 
judicial. En criterio de García y Celi, la independencia ju-
dicial se ha visto sometida a los vaivenes del poder polí-
tico. Por otra parte, existe desde el inicio de la pandemia 
por Covid 19 un nivel de impunidad alarmante, que ha 
dado lugar al 80% de desconfianza en el sistema judicial. 
“Las medidas tomadas por el sistema de justicia ecuato-
riano sólo agravaron la ya precaria situación del acceso a 
la justicia, afectada por serios problemas de corrupción”. 
(García & Celi 2021)

Podrían citarse múltiples formas de proceder que si-
guen afectando la calidad de la justicia. Una de ellas es 
la persistencia de trámites escritos y la acumulación de 
documentos en expedientes interminables, que repiten 
informaciones innecesarias y superfluas, cuando las le-
yes propugnan un sistema oral. La oralidad es muchas 
veces marginada por los jueces para no dar la cara a las 
personas sometidas a procesos o que acuden a la justicia 
procurando resolver sus controversias, porque simple-
mente será más fácil para los jueces inadmitir un escrito 
de petición y deshacerse de un asunto, que escuchar y 
solucionar el tema de fondo.

La oralidad, que constituye la piedra angular del sistema 
acusatorio, sigue presentando dificultades que requieren 
ser atendidas con urgencia en el proceso. El conjuez de 
la Corte Nacional de Justicia Ávila Campoverde, al eva-
luar el deber del Estado en su relación con el cumplimien-
to de los principios procesales, afirma:

Pese a que la oralidad garantiza el derecho de ser 
oído en sus pretensiones ante un juez independiente 
e imparcial; la aún insuficiente infraestructura física y 
tecnológica, falta de traductores, capacitación en litiga-
ción oral, personal operativo en las salas de audiencias 
-constituidas en puntos de encuentros entre juzgado-
res, litigantes y la sociedad civil- impide que la oralidad, 
pese a su vigencia por veinte años en Ecuador, fluya sin 
tropiezos. (Ávila, 2020).

Un ejemplo de abuso sostenido de la escritura en detri-
mento del sistema oral que perduró por muchos años y 
afectó el derecho al recurso y, por ende, la tutela judicial 
efectiva fue el trámite de inadmisibilidad del recurso de 
casación penal que se solucionaba por escrito y no daba 
paso a la audiencia oral bajo el argumento de que no se 
podían cuestionar las pruebas. Este particular ha sido re-
conocido y declarado como incorrecto, tardíamente para 
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muchos condenados, y de hecho constituye un problema 
sin solución, pues sus penas fueron ya cumplidas en pri-
sión. (Corte Constitucional de Ecuador, 2021)

En este mismo sentido, la Sentencia No. 8-19-IN y acu-
mulado/2, relacionada con el Doble Conforme reconoce 
la falta de cumplimiento de la garantía de la doble con-
formidad judicial con lo cual queda expuesta la tutela 
judicial efectiva de los posibles recurrentes. La Corte 
Constitucional expresó en el año 2021 que existían con-
denados para los cuales no había un procedimiento que 
ofreciera la posibilidad, o el acceso a reclamar, que otro 
tribunal revisara de manera integral el fallo. Aunque en 
sus pronunciamientos indicó la solución de esta proble-
mática, aún sigue latente la vulneración del derecho al re-
curso y el doble conforme porque de manera real y obje-
tiva no existe en el Ecuador la posibilidad de una revisión 
integral del fallo con la variante de práctica de pruebas 
en caso necesario.

En cuanto al derecho al recurso de casación resulta ur-
gente realizar las propuestas que puedan derivar en el 
perfeccionamiento de una institución jurídica que ha sido 
considerada por muchos como confusa, ilusoria y sumer-
gida en un círculo vicioso. A ello se agrega una solución 
emergente dada por la Corte Nacional de Justicia, que 
solamente realizó un acto de creación de supuestos ac-
cesos a los recursos que no funcionan correctamente. 
Mientras no sea posible la revisión integral del fallo y la 
práctica de pruebas, la tutela judicial efectiva del derecho 
al recurso no será lograda, posición que han sostenido en 
diferentes épocas destacados procesalistas.

La exigencia de trámites engorrosos para conseguir im-
pulsar un proceso, menoscaban la calidad de la justicia a 
un punto exorbitante. Las horas de espera y la necesidad 
de pago para conseguir copias del expediente, la incapa-
cidad del sistema judicial para realizar notificaciones o ci-
taciones a los demandados, conducen a la consideración 
de que no existe una verdadera voluntad de solucionar 
problemas que permitan concluir los procesos judiciales 
de manera efectiva y satisfactoria para los interesados. 
Al respecto, Cevallos & Alvarado Moncada plantean que: 
“Es irónico acudir a la justicia en busca de ella, y encon-
trarse con todo lo contrario, un sistema judicial viciado 
en meros trámites burocráticos, que conculcan la imple-
mentación de los principios constitucionales a la garantía 
de la seguridad jurídica”. (Cevallos Sánchez & Alvarado 
Moncada, 2018)

La falta de notificación a las partes constituye uno de los 
problemas más denunciados en los procesos judiciales, 
lo cual ha derivado en acciones extraordinarias de pro-
tección ante la Corte Constitucional del Ecuador. En tal 

sentido, la Corte ha señalado, por ejemplo, que la falta 
de notificación en el proceso 1010-11-EP seguido por la 
tenencia o custodia de un menor de edad , en este caso, 
impidió que la accionante realizara las actividades enca-
minadas a propiciar su defensa dentro del proceso, seña-
lando que este hecho ha sido identificado en la jurispru-
dencia constitucional como constitutivo de indefensión, 
lesivo de los derechos del debido proceso y a la defensa. 
(Corte Constitucional del Ecuador, 2014) 

Una notificación defectuosa, indebida e incorrecta, tal 
como reconoce la Corte Constitucional en la Sentencia 
No. 117-14-SEP-CC, dictada en el proceso 1010-11-EP 
pone en riesgo el debido proceso y, con ello, la tutela ju-
dicial efectiva por transgredir el principio de igualdad de 
las partes en el proceso. Al mismo tiempo, que vulnera la 
garantía de defensa en juicio que, por mandato constitu-
cional, debe ser respetada conforme ordena el artículo 76 
numeral 7, inciso a). (Ecuador, Asamblea Constituyente, 
2008)

Por último, también es válido señalar que respecto la tu-
tela judicial efectiva se han producido sustanciales modi-
ficaciones a partir de la aparición de la pandemia ocasio-
nada por el Covid 19, período en que se implementaron 
medidas que luego de culminado el proceso, continúan 
aplicándose, como ha sido la tendencia de mantener jui-
cios orales virtuales, a pesar de que la emergencia sani-
taria concluyó. Si bien las audiencias virtuales han resul-
tado un mecanismo adecuado para evitar la paralización 
de los procesos judiciales y aun resultan adecuadas para 
la sustanciación de determinados asuntos que no ame-
ritan que las personas acudan presencialmente a juicio, 
esta no constituye el medio idóneo para la realización de 
actos y debates penales en que se requiere la interacción 
directa entre los jueces, las partes, los testigos y peritos 
los que deberán comparecer personalmente y ser exa-
minados sin intermediarios con la presencia de todos los 
sujetos procesales, como máxima expresión de la inme-
diación judicial y garantía de realización de los principios 
de oralidad, publicidad, contradicción y debido proceso. 

Como colofón del análisis doctrinal, normativo, jurispru-
dencial y práctico realizado se precisa que en el ámbito 
del “deber ser” de la tutela judicial efectiva, la doctrina 
ha establecido puntos esenciales: a) garantizar el acceso 
a la jurisdicción, b) imparcialidad del juez, c) celeridad 
en el proceso, d) prohibición de indefensión, e) motiva-
ción y f) cumplimiento de las resoluciones judiciales. Así, 
se establece que la ley debe prever los procedimientos, 
reglas y requisitos con arreglo a los cuales las personas 
pueden acceder a los órganos jurisdiccionales, que la tu-
tela judicial efectiva incluye también el derecho de gozar 
de libre acceso a la jurisdicción, procedimientos justos y 
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equitativos, derechos de defensa adecuados, sin demo-
ras innecesarias, sentencias con motivaciones adecua-
das, equidad y rapidez y cumplir con la decisión judicial. 
La doctrina moderna agrega la congruencia de la sen-
tencia y el derecho al recurso legalmente previsto, que 
garantiza el control acerca de la forma en que los jueces 
aplican el Derecho

Desde el punto de vista normativo, las luces que irradia 
el ordenamiento ecuatoriano se relacionan con la con-
sideración de este como derecho fundamental. Así, la 
Constitución ha considerado que forma parte del debido 
proceso, incluye la exigencia de una justicia gratuita, ex-
pedita e imparcial e invoca a no sacrificar la justicia por 
meras formalidades y a la simplificación, uniformidad y efi-
cacia de las normas. La Corte Constitucional del Ecuador 
exige tres elementos en el cumplimiento de la tutela ju-
dicial efectiva: el primero relacionado con el acceso a la 
justicia, el segundo con el desarrollo del proceso en un 
tiempo razonable y el tercero, con la ejecución de la sen-
tencia. Esto se entiende como acceso a la jurisdicción, 
debido proceso y eficacia de la sentencia. 

En el panorama de sombras de la tutela judicial efectiva 
en el Ecuador, es decir, en lo que ocurre en la práctica, se 
identifican deficiencias que subsisten a pesar del reco-
nocimiento normativo y de la jurisprudencia constitucio-
nal. No existe uniformidad de criterios a favor de la calidad 
de la justicia, se verifica el incremento de la impunidad, 
corrupción; falta de independencia judicial, politización 
mediática, burocratismo, trámites engorrosos, exceso de 
la escritura, incapacidad del sistema judicial para reali-
zar notificaciones o citaciones a los demandados, falta 
de preparación del personal judicial, falta de celeridad, 
utilización de la justicia de propia mano, recursos que 
no garantizan el doble conforme judicial, estado de insa-
tisfacción con el funcionamiento de la actividad jurisdic-
cional, reiterados incumplimientos en la ejecución de las 
sentencias, no recuperación de los activos que han sido 
sustraídos, la falta de reparación integral y falta de control 
judicial de lo que ocurre en las cárceles.

Como solución a estas dificultades, se necesita exigir de 
los jueces la debida diligencia y el cumplimiento de todos 
los principios, derechos y garantías asociados a la tute-
la judicial efectiva para el cumplimiento del debido pro-
ceso, independencia e imparcialidad para garantizar la 
igualdad. Además, las partes procesales deben conocer 
y denunciar por cada incumplimiento, así como exigir la 
aplicación de las medidas disciplinarias, administrativas, 
civiles o penales en contra de los servidores judiciales 
que violen la tutela judicial efectiva. La comunidad jurídi-
ca debe atender las reformas al régimen de los recursos, 
sobre todo a la casación y garantizar que se cumpla con 

el plazo razonable, que se cumpla el fallo judicial y se 
repare integralmente a las víctimas. La academia está lla-
mada a promover la investigación científica y el debate 
para favorecer el desarrollo teórico y doctrinal de la tutela 
judicial efectiva en el Ecuador y, con ello, perfeccionar la 
práctica jurídica.  

CONCLUSIONES

La tutela judicial efectiva continúa siendo un adorno cons-
titucional y procesal en la realidad ecuatoriana, pese a los 
intentos de avanzar a sistemas cada vez más progresis-
tas desde el punto de vista normativo. Para ser justos, 
hay que reconocer que fue muy positivo que el Ecuador 
se sumara a las profundas reformas procesales de finales 
del siglo XX; sin embargo, es necesario advertir que aún 
se encuentra en tránsito todo el proceso de adaptación 
de los sujetos procesales a este contexto. Tampoco se 
ha efectivizado la adecuación pertinente de los ciudada-
nos a una legislación aparentemente de avanzada pero 
que, en la práctica, no ha logrado elevarse a la altura 
preconcebida.

La máxima responsabilidad para el cambio en favor de la 
tutela judicial efectiva recae en la diligencia de servido-
res públicos que se desempeñan en la actividad judicial, 
con lo cual deben colaborar todos los ciudadanos, en 
especial los abogados, notarios y asesores. Las partes 
intervinientes en el proceso deben conocer las responsa-
bilidades que genera cada incumplimiento para exigir la 
aplicación de las medidas ante las responsabilidades ad-
ministrativas u otras en que puedan incurrir los servidores 
judiciales, conforme lo estipula el artículo 104 del Código 
Orgánico de la Función Judicial de la Asamblea Nacional 
de Ecuador en el 2009

La tutela judicial efectiva se relaciona con la actividad hu-
mana y, esencialmente, con la que realizan los jueces en 
el ejercicio de sus funciones, por lo que el cambio en la 
realidad depende fundamentalmente de la forma en que 
los jueces asuman la función jurisdiccional. En este senti-
do, corresponde al sistema de justicia exigir a los jueces 
en el ejercicio de sus funciones, la debida diligencia en 
el cumplimiento de todos aquellos principios, derechos y 
garantías asociados a la tutela judicial efectiva.

A las partes y, especialmente a los abogados, les corres-
ponde exigir de los jueces y fiscales el cumplimiento del 
debido proceso, con lo cual es posible garantizarles a 
las personas el derecho de defensa. También, incidiría 
esto para denunciar en los casos en que se falte a la im-
parcialidad, independencia, objetividad y licitud de las 
pruebas, la inmediación, concentración, contradicción, 
oralidad y con el derecho de audiencias en condiciones 
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de igualdad de derechos para todas las personas intervi-
nientes en los procesos. 

La tutela judicial efectiva no se agota con el acceso a 
la justicia, que es el presupuesto más conocido y deba-
tido en el ámbito jurídico, sino que se necesita cumplir 
con el debido proceso. Dentro de ello, derivado de las 
insuficiencias prácticas que se manifiestan en el sistema 
judicial, es prioritario atender al plazo razonable, a la im-
partición de justicia conforme al principio de objetividad; 
garantizar la igualdad de las partes procesales, la impar-
cialidad e independencia de los jueces, la reparación in-
tegral, el derecho al recurso y la ejecución de los fallos 
judiciales, lo que podría resumirse como el cumplimiento 
del debido proceso.   
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